
 

 
 

INICIATIVA QUE REFORMA EL ARTÍCULO 105 DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS 

ESTADOS UNIDOS MEXICANOS, A CARGO DE LA DIPUTADA REYNA CELESTE ASCENCIO 

ORTEGA, DEL GRUPO PARLAMENTARIO DE MORENA 

La que suscribe, diputada federal Reyna Celeste Ascencio Ortega, en la LXIV Legislatura del Congreso de la 

Unión, integrante del Grupo Parlamentario de Morena, con fundamento en el artículo 71, fracción II, de la 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, y los artículos 6, numeral 1, fracción I, 77 y 78 del 

Reglamento de la Cámara de Diputados, se permite someter a la consideración de esta Soberanía, la siguiente 

Iniciativa con proyecto de decreto por el que se reforma el cuarto párrafo de la fracción II del Artículo 105 de la 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, al tenor de la siguiente 

Exposición de Motivos 

El objeto de esta iniciativa es reformar el artículo 105 constitucional para garantizar certeza y seguridad jurídica 

en los procesos electorales, a fin de evitar que la facultad regulatoria de las autoridades electorales administrativas 

emitan modificaciones regulatorias fundamentales que cambien las reglas del proceso electoral. 

El cuarto párrafo de la fracción II del artículo 105 de la Constitución contiene una regla de certeza, seguridad y 

debido proceso, traducido en una restricción al Congreso a fin de que esté impedido para modificar las reglas del 

juego electoral, la justificación es muy sencilla, a mitad del partido no se pueden hacer modificaciones 

sustanciales a las reglas del juego. 

Con motivo de lo anterior, el legislador constituyente previó la restricción para el Poder Legislativo federal, sin 

embargo, dado el modelo de Estado regulador y la existencia órganos constitucionales autónomos como el 

Instituto Nacional Electoral (INE) es necesario llevar esta restricción también a la facultad regulatoria del INE, 

evitando que el propio arbitro a la mitad del juego cambie las reglas electorales fundamentales. 

En el clásico modelo de división de poderes donde sólo existía el Ejecutivo, Legislativo y Judicial no se 

contemplaba la existencia órganos constitucionales autónomos con facultades cuasilegislativas (formalmente 

administrativas pero materialmente legislativas) es el caso de que el INE bajo el ejercicio de su facultad de 

interpretación y regulación de las disposiciones electorales puede incurrir en un desvío de poder, y lejos de acatar 

el mandato constitucional y legal, puede realizar interpretaciones que devengan en una resolución que afecte en 

forma sustancial una decisión política fundamental durante pleno proceso electoral. 

A fin de que no haya duda sobre cuál es la finalidad y origen de la restricción que prevé el cuarto párrafo de la 

fracción II del Artículo 105 constitucional citamos la tesis de jurisprudencia 87/2007 del Pleno de la Suprema 

Corte de Justicia de la Nación misma que interpreta lo que debe entenderse por “modificaciones legales 

fundamentales ”, veamos: 

Registro digital: 170886 

Instancia: Pleno 

Novena Época 

Materias(s): Constitucional 

Tesis: P./J. 87/2007 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. Tomo XXVI, Diciembre de 2007, página 563 

Tipo: Jurisprudencia 



 

 
 

Acción de inconstitucionalidad. Alcance de la expresión “Modificaciones legales fundamentales”, 

contenida en la fracción II, penúltimo párrafo, del artículo 105 de la Constitución Política de los Estados 

Unidos Mexicanos. 

El citado precepto establece que las leyes electorales federales y locales deberán promulgarse y publicarse por 

lo menos 90 días antes de que inicie el proceso electoral en que vayan a aplicarse y durante el mismo no podrá 

haber “modificaciones legales fundamentales”. Por otra parte, del procedimiento de creación de dicha norma, 

se advierte que la intención del Órgano Reformador al establecer tal prohibición fue que, en su caso, las normas 

en materia electoral pudieran impugnarse ante la Suprema Corte de Justicia de la Nación y que ésta resolviera 

las contiendas antes del inicio del proceso electoral correspondiente, garantizando así el principio de certeza 

que debe observarse en la materia; sin embargo, la previsión contenida en el artículo 105, fracción II, penúltimo 

párrafo, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos no puede considerarse como tajante, toda 

vez que admite la realización de reformas a las disposiciones generales en materia electoral ya sea dentro del 

plazo de 90 días anteriores al inicio del proceso electoral en que vayan a aplicarse o una vez iniciado éste, con 

la limitante de que no constituyan “modificaciones legales fundamentales”. En relación con esta expresión, 

aunque no fue el tema medular, este Alto Tribunal en la tesis P./J. 98/2006, publicada en el Semanario Judicial 

de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XXIV, agosto de 2006, página 1564, se refirió a dichas 

modificaciones como aquellas que alteran sustancialmente disposiciones que rigen o integran el marco 

legal aplicable al proceso electoral ; en este orden, si las citadas modificaciones legislativas no son de 

naturaleza trascendental para el proceso electoral, por ser de carácter accesorio o de aplicación contingente, su 

realización dentro del proceso electoral no producirá su invalidez o, en su caso, la inaplicación al proceso 

correspondiente. Ahora bien, este Tribunal Constitucional estima pertinente definir claramente el alcance de la 

expresión “modificaciones legales fundamentales”, pues de ello dependerá la determinación sobre si la ley 

electoral impugnada vulnera o no el precepto citado y, por ende, su inaplicabilidad o no para el proceso que 

ya hubiere iniciado. Por tanto, una modificación a una ley electoral, sin importar su jerarquía normativa, 

será de carácter fundamental cuando tenga por objeto, efecto o consecuencia, producir en las bases, 

reglas o algún otro elemento rector del proceso electoral una alteración al marco jurídico aplicable a 

dicho proceso, a través de la cual se otorgue, modifique o elimine algún derecho u obligación de hacer, 

de no hacer o de dar, para cualquiera de los actores políticos, incluyendo a las autoridades electorales . 

Así, las modificaciones legales no serán fundamentales, aun cuando se reformen preceptos que rigen el proceso 

electoral, si el acto legislativo no afecta los elementos rectores señalados, de forma que repercuta en las reglas 

a seguir durante el proceso electoral; por consiguiente, si las modificaciones tienen como única finalidad 

precisar y dar claridad a los supuestos normativos correspondientes desde su aspecto formal, la reforma no 

tendrá el carácter mencionado. 

Acción de inconstitucionalidad 139/2007. Procurador General de la República. 3 de mayo de 2007. Unanimidad 

de nueve votos. Ausentes: José Ramón Cossío Díaz y José de Jesús Gudiño Pelayo. Ponente: Olga Sánchez 

Cordero de García Villegas. Secretarios: Ana Carolina Cienfuegos Posada y Alejandro Cruz Ramírez. 

El Tribunal Pleno, el quince de octubre en curso, aprobó, con el número 87/2007, la tesis jurisprudencial que 

antecede. México, Distrito Federal, a quince de octubre de dos mil siete. 

En nuestra consideración estimamos que el concepto “modificaciones legales fundamentales” debe evolucionar 

constitucional y prever aquellos cambios que puede emprender la autoridad administrativa electoral, quien puede 

exceder sus facultades de interpretación de las normas, y crear nuevos supuestos que restringen derechos y que 

previamente no están contenidos en las leyes. 

No debe pasar por alto, que las nuevas normas jurídicas sean leyes o resoluciones serán inaplicables si cambian 

las reglas sustanciales del juego electoral, sin importar su jerarquía o clase normativa, siendo una modificación 



 

 
 

de carácter fundamental cuando tenga por objeto, efecto o consecuencia, producir en las bases, reglas o algún otro 

elemento rector del proceso electoral, o bien, una alteración al marco jurídico aplicable a dicho proceso, a través 

de la cual se otorgue, modifique o elimine algún derecho u obligación de hacer, de no hacer o de dar, para 

cualquiera de los actores políticos, incluyendo a las autoridades electorales. 

Es indudable que el órgano constitucional autónomo en la materia electoral está regido bajo el mandato de la 

Constitución y de las leyes, si bien su facultad regulatoria prevé el cumplimiento en su exacta observancia, lo 

cierto es que no se puede tener el alcance de llegar al extremo de vulnerar la certeza y seguridad electoral a través 

de la modificación o eliminación de algún derecho u obligación de hacer, de no hacer o de dar, respecto de 

cualquiera de los actores políticos. 

El modelo de Estado regulador no es ajeno al principio de división de poderes, sino que también está sujeto a 

pesos y contrapesos para limitar su poder, si bien los órganos constitucionales autónomos tienen amplias 

facultades regulatorias, cuentan con un límite jerárquico, ya que las disposiciones administrativas de carácter 

general que emitan se encuentran por debajo de la Constitución y, en un peldaño inferior, también debajo de las 

leyes emitidas por el Congreso de la Unión. 

Por otra parte es importante mencionar que en el caso particular, se mantiene un principio de garantía 

jurisdiccional ya que las controversias en materia electoral sobre la interpretación y aplicación de las leyes 

conocerán el Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación, con lo que se asegura una garantía de 

contrapeso. 

La prescripción que se pretende con esta iniciativa busca establecer un contrapeso a la facultad regulatoria de la 

autoridad administrativa electoral a fin de que en un exceso modifique supuestos y reglas previamente 

establecidos que afecten de manera sustancial la competencia electoral. 

A manera de resumen sobre los argumentos de esta iniciativa: 

• Las normas generales electorales sean de carácter legal o provengan de la facultad regulatoria del INE deben 

procurar que no modifiquen reglas esenciales previamente dadas durante un proceso electoral en curso, por 

seguridad y certeza jurídica de todos. 

• La facultad regulatoria del órgano constitucional autónomo, INE, no es una “isla” sino que está dentro de una 

concepción moderna del principio de división de poderes, que está sujeta también a pesos y contrapesos. 

• Si el Congreso está impedido en modificar la ley electoral cuantimás el órgano administrativo que se encarga 

de aplicarla. 

• Debe evolucionar constitucionalmente el concepto de “modificaciones legales fundamentales” e incluir el 

ejercicio de la facultad regulatoria del INE. 

• Este proyecto respeta el principio de división de poderes y lo maximiza ya que establece un nuevo control 

sobre un órgano constitucional autónomo. 

• Tan se respeta la división de poderes, que se mantiene en la materia electoral la garantía jurisdiccional de 

revisión sobre las leyes y actos electorales, por lo que el Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación 

podrá valorar si la autoridad electoral administrativa está incurriendo en un exceso que modifica las reglas del 

juego electoral en curso. 



 

 
 

Para un mejor entendimiento del proyecto de iniciativa de reforma constitucional que estoy planteando, se expone 

el siguiente cuadro comparativo entre el texto vigente del Artículo 105 Constitucional y esta propuesta de 

iniciativa: 



 

 
 



 

 
 



 

 
 



 

 
 



 

 
 



 

 
 

 

En mérito de lo anteriormente expuesto, se somete a consideración de esta Honorable Asamblea el siguiente 

proyecto de: 

Decreto por el que se reforma el cuarto párrafo de la fracción II del artículo 105 de la Constitución Política 

de los Estados Unidos Mexicanos 

Único. Se reforma el cuarto párrafo de la fracción II del Artículo 105 de la Constitución Política de los Estados 

Unidos Mexicanos, para quedar como sigue: 

Artículo 105. ... 

I. ... 

II. ... 

... 

... 

Las leyes electorales federal y locales deberán promulgarse y publicarse por lo menos noventa días antes de 

que inicie el proceso electoral en que vayan a aplicarse, y durante el mismo no podrá haber modificaciones 



 

 
 

legales fundamentales ni modificaciones regulatorias fundamentales emitidas por las autoridades 

electorales administrativas. 

... 

III. ... 

Transitorio 

Único. El presente decreto entrará en vigor al día siguiente al de su publicación en el Diario Oficial de la 

Federación. 

Nota 

1 Registro digital: 2018715, Instancia: Primera Sala, Décima Época, Materias(s): Constitucional, Administrativa, 

Tesis: 1a. CCCXI/2018 (10a.), Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación. Libro 61, Diciembre de 

2018, Tomo I, página 346, Tipo: Aislada 

Límite jerárquico de la regulación del instituto federal de telecomunicaciones (IFT) ante la ley. Su 

aplicabilidad se condiciona a la constatación de un ámbito de concurrencia competencial con el Poder 

Legislativo. 

El parámetro de control constitucional es el artículo 28 constitucional, el cual prevé al IFT como un órgano 

constitucional autónomo con un ámbito competencial propio. El Tribunal Pleno al resolver la controversia 

constitucional 117/2014 el siete de mayo de dos mil quince, exploró los alcances constitucionales de las 

competencias del referido órgano y estableció una metodología básica para resolver posibles conflictos de éste 

con el Poder Legislativo, con base en el modelo de estado regulador. Entre otras cuestiones, se precisó que el IFT, 

si bien tiene con amplias facultades regulatorias propias y que por regla general no se encuentra sujeto al principio 

de reserva de ley, también cuenta con un límite jerárquico, ya que el artículo 28 citado precisa que las 

disposiciones administrativas de carácter general que puede emitir dentro del sistema de fuentes jurídicas se 

encuentran por debajo de la Constitución y, en un peldaño inferior, también debajo de las leyes emitidas por el 

Congreso de la Unión. Así, el órgano referido tiene la facultad constitucional de emitir disposiciones 

administrativas de carácter general exclusivamente para cumplir su función regulatoria en el sector de su 

competencia, constituyendo sus disposiciones generales una fuente jurídica jerárquicamente inferior a las leyes 

emitidas por el Congreso con fundamento en el artículo 73, fracción XVII, de la Constitución Federal, a cuyos 

términos debe ajustarse dicho órgano constitucional autónomo. Ahora, ello no supone que todos los conflictos 

normativos entre una ley y una regulación se deban resolver en favor del reconocimiento de validez de la primera 

únicamente constatando que la fuente legal federal se ubica en peldaño superior a la fuente regulatoria, ya que en 

la controversia constitucional 117/2014 se precisó que el artículo 28 constitucional consagraba una nómina 

competencial propia al IFT, que podía oponer a los otros poderes y utilizar al máximo de su capacidad con 

independencia de los que los otros hicieran. Por tanto, lo relevante es determinar si el caso en cuestión implica un 

ámbito material respecto del cual existe una concurrencia de competencias entre el IFT y el Congreso de la Unión, 

en donde opere la superioridad jerárquica de la fuente legal; sin embargo, si se tratara de un ámbito material 

respecto del cual el artículo 28 constitucional otorga al IFT una facultad en exclusividad no puede concluirse que 

resulte aplicable el principio jerárquico, sino aquél de competencia. De ahí, que en la referida ejecutoria, se 

determinara que cada facultad debía analizarse en cada caso. Lo anterior se basa en la premisa de que la 

Constitución define facultades en favor del IFT, muchas veces de manera detallada, lo que no puede dejar a dudas 

la pretensión de la Constitución de que sea el IFT quien lleve a cabo esas acciones de esa forma precisa, sin que 

el legislador pueda prever otro curso de acción o que sea otro poder quien las lleve a cabo. Por tanto, la resolución 



 

 
 

de los conflictos entre el legislativo y el IFT deben resolverse caso por caso, a través de un análisis específico de 

cada tipo de facultad, en función de su objeto y naturaleza. En suma, para lograr la aplicación del criterio del 

Pleno relativo a la superioridad jerárquica de la ley en materia de telecomunicaciones, primero, es menester 

precisar si la norma impugnada se inserta en un ámbito material de concurrencia entre las facultades del IFT y el 

Congreso de la Unión; sin embargo, de no ser el caso, esto es, que se impugne la norma legal alegando que ésta 

supone la invasión de una facultad exclusiva del IFT, el problema jurídico no se puede resolver sobre la base del 

principio jerárquico, sino con el de competencia. 

Dada en el Palacio Legislativo de San Lázaro, a veinticuatro de marzo del año dos mil veintiuno. 

Diputada Reyna Celeste Ascencio Ortega (rúbrica) 

 


